
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
SALA CIVIL TRANSITORIA 

CASACIÓN 4260-2017 
LIMA ESTE 

NULIDAD DE ACTO JURÍDICO  
 

1 
 

SUMILLA:  En la sentencia de vista se han expresado las razones suficientes que 
sustentan su decisión y que justifican su fallo, las cuales resultan ser razonadas, 
objetivas, serias y completas, cuyas conclusiones han sido extraídas de la 
evaluación de los hechos debidamente probados, ya que, se ha establecido de 
manera clara y precisa que el acto jurídico materia de nulidad se encuentra 
inmerso en la causal de falta de manifestación de voluntad, al no advertirse del 
mismo la exteriorización de la voluntad de vender de Juana Rodríguez Salas, más 
aun si del mismo no se advierte firma alguna de la vendedora, observándose solo 
una impresión digital (mancha de tinta azul), lo que se corrobora con la Pericia 
Dactiloscópica practicada en autos, la misma que fue aprobada en la Audiencia de 
Pruebas y que no ha sido materia de tacha en su debido momento. Asimismo, 
cabe puntualizar que la Pericia mencionada ha cumplido su finalidad, la cual era 
establecer si justamente Juana Rodríguez Salas había o no suscrito el contrato de 
compraventa de fecha seis de marzo de mil novecientos noventa y ocho, 
concluyéndose, en este caso, que el elemento de identidad que aparece en el 
documento (original) constituía solo una mancha de tinta azul de tampón. 

 

Lima, tres de diciembre de dos mil dieciocho.- 

 

LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JU STICIA DE LA 

REPÚBLICA, vista la causa número cuatro mil doscientos sesenta - dos mil 

diecisiete, en Audiencia Pública de la fecha; producida la votación 

correspondiente, emite la presente sentencia:  

 

I. MATERIA DEL RECURSO: 

Se trata de los recursos de casación interpuestos por el demandado Armando 

Lau Aspajo  (folios 583) y por el tercero coadyuvante Javier Isidro Reyna 

Sánchez  (folios 603), contra la sentencia de vista contenida en la Resolución 

número trece, de fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis (folios 557), 

expedida por la Sala Civil Descentralizada Transitoria de Ate de la Corte Superior 

de Lima Este, la cual confirmó la sentencia de primera instancia contenida en la 

Resolución número treinta y seis, de fecha quince de octubre de dos mil trece 

(folios 349), que declaró fundada en parte la demanda, en consecuencia, nulo y 

sin valor legal alguno, el acto jurídico contenido en el denominado contrato de 

compraventa celebrado entre Juana Rodríguez Salas y Armando Lau Aspajo, 

ordenando la entrega del inmueble ubicado en Avenida Víctor Raúl Haya de la 

Torre número quinientos diecinueve – quinientos veintiuno, Ate Vitarte, a la 

Beneficencia Pública de Lima Metropolitana en el plazo de seis días, y ordena que 

el demandado Armando Lau Aspajo pague a la Beneficencia Pública de Lima la 
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suma de tres mil seiscientos soles (S/.3,600.00) por concepto de pago de 

arriendos devengados, y la suma de doscientos soles (S/.200.00) mensuales 

contados a partir del veinte de octubre de dos mil uno y hasta la fecha de 

devolución del inmueble sub litis, más intereses legales. 

 

II. FUNDAMENTOS DE LOS RECURSOS:  

Esta Sala Suprema mediante la resolución de fecha catorce de mayo de dos mil 

dieciocho ha estimado procedente el recurso de casación interpuesto por: 

1. Javier Isidro Reyna Sánchez  (folios 62 del cuadernillo de casación), por las 

causales de: i) Infracción normativa procesal de los  incisos 3 y 5 del artículo 

139 de la Constitución Política del Perú , al haberse afectado el derecho al 

debido proceso y a la debida motivación de las resoluciones judiciales, puesto que 

al enterarse circunstancialmente del presente proceso y ostentar un contrato de 

alquiler vigente que lo faculta a ejercer actos posesorios respecto al inmueble 

cuya entrega se está disponiendo a favor de la Beneficencia Pública de Lima 

Metropolitana, se apersonó y dedujo nulidad, habiendo sido incorporado como 

tercero coadyuvante y ordenado la Sala Superior que su pedido de nulidad sea 

resuelto en la sentencia de vista, no obstante, se ha omitido expedir 

pronunciamiento al respecto; vicio procesal que considera incide sobre el fallo 

recurrido porque se debió salvaguardar en todo momento el derecho a la defensa 

de los justiciables, para que éstos puedan proponer la mejor estrategia de 

defensa que sirva para la cautela de sus intereses; y, ii)  Infracción normativa 

procesal  del  inciso 6 del artículo 139 de la Constitución Políti ca del Perú , 

debido a que considera se ha violentado su derecho a la impugnación puesto que 

por Resolución número seis del veinte de junio de dos mil dieciséis, se ha 

dispuesto su incorporación al proceso como tercero coadyuvante y no como 

litisconsorte necesario, quedando restringida su posibilidad de impugnar la 

decisión adoptada, pues aun cuando haya deducido la nulidad de este extremo de 

la resolución, al tener que ser resuelta por el mismo órgano jurisdiccional no se 

garantiza el pleno ejercicio de su derecho de impugnación que tiene como 

basamento el conocimiento por parte de dos órganos jurisdiccionales de distinto 

grado, siendo errado el razonamiento de la Sala Superior en tanto sostiene que el 
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litisconsorcio necesario solo sería aceptable si hubiera formado parte de la 

relación jurídica sustancial que originó la pretensión de nulidad de acto jurídico.  

 

2. Armando Lau Aspajo  (folios 66 de cuadernillo de casación), por las causales 

de: i) Infracción normativa procesal de los  incisos 3 y 5 artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú,  artículo 12 del Texto Único Ordenado de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial e  inciso 3 del artículo 122 del Código 

Procesal Civil , al haberse afectado el derecho al debido proceso y a la debida 

motivación de las resoluciones judiciales, puesto que la decisión emitida en la 

recurrida no se encuentra suficientemente motivada, habiéndose concluido en 

mérito a un dictamen dactiloscópico que la huella dactilar que aparece en el 

contrato cuestionado no corresponde a la vendedora Juana Rodríguez Salas 

cuando dicho dictamen solo señala que la impresión digital atribuida a tal persona 

presenta “elemento de identidad deficiente por exceso de tinta, y por lo tanto una 

impresión inaprovechable para determinar la identidad solicitada”; partiéndose de 

una premisa equivocada para ignorar el principio del derecho según el cual la 

buena fe se presume y la mala fe se prueba, correspondiendo a quien alegue 

dicha mala fe, probar que la misma existió; asimismo, se indica que también se 

afecta el derecho a la obtención de una motivación en torno a un pedido 

formulado, toda vez que en la sentencia de vista se ha omitido resolver el pedido 

de nulidad formulado por el tercero coadyuvante; infracciones que hubieran 

implicado que la Sala Superior emita un fallo favorable a sus intereses; ii)  

Infracción normativa procesal  del  inciso 1 del artículo 50 del Código 

Procesal Civil , debido a que el Juez no puede abdicar en su función que cumple, 

siendo perito de peritos, para a partir de ello establecer con razonabilidad si la 

conclusión adoptada en el dictamen pericial es suficiente para poder determinar 

que el contrato deviene en nulo, o no, por la causal de falta de manifestación de 

voluntad, puesto que la conclusión arribada en el dictamen no determina que la 

huella que aparece en el contrato no pertenece a Juana Rodríguez Salas, sino 

que advierte un exceso de tinta que obstaculiza su labor para poder esclarecer 

ello, siendo que ante la poca certeza que brinda el dictamen pericial debió 

justificar su decisión sobre la base de una explicación contundente y coherente 
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con las pruebas actuadas que incluya a la conclusión arribada en dicho dictamen, 

para así poder quedar demostrado que el rol de director del proceso no ha sido 

transgredido; iii)  Infracción normativa procesal del artículo 194 del Código 

Procesal Civil , modificado por la Ley número 30293 , norma que concordada 

con el artículo III del Título Preliminar del mencionado texto normativo, permite 

concluir que la facultad del Magistrado para actuar un medio de prueba de oficio 

que coadyuve a resolver un asunto sometido a su conocimiento, no es del todo 

absoluta, porque el juzgador debe atender en todo momento a los principios 

rectores que sirven de base al proceso, como es el relacionado con la finalidad 

que se persigue alcanzar, cuál es, resolver un conflicto de intereses o eliminar 

una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos 

sustanciales, así como lograr la paz social en justicia, siendo que ante los 

resultados de la pericia practicada, la facultad oficiosa del juzgador se convierte 

en una exigencia, lo cual no ha sido advertido por la Sala Superior; iv)  Infracción 

normativa material de los  artículos 1351 y 1352 del Código Civil , debido a que 

se le ordena efectuar el pago de tres mil seiscientos soles (S/.3,600.00) a favor de 

la Beneficencia Pública de Lima Metropolitana por concepto de arriendos 

devengados además del pago de doscientos soles (S/.200.00) a partir del veinte 

de octubre de dos mil uno, cuando no existe contrato alguno que haya celebrado 

con la Beneficencia en mención, no habiéndose perfeccionado acuerdo alguno ni 

existir vinculación entre las partes; v) Infracción normativa material  del  artículo 

70 de la Constitución Política del Perú y  artículo 923 del Código Civil , por 

vulnerarse su derecho de propiedad al no respetarse el contrato de compraventa 

que celebró con Juana Rodríguez Salas, en presencia de dos testigos, 

disponiéndose la entrega del predio que posee y sobre el cual ha realizado 

edificaciones, además de pagar el autoavalúo correspondiente, no 

considerándose el valor de las construcciones realizadas por el recurrente; vi) 

Infracción normativa material  del  inciso 1 del artículo 219 del Código Civil , 

puesto que para que se sancione la nulidad debe advertirse la ausencia de 

manifestación de voluntad del agente, pero en el caso de autos, ha quedado 

establecido que no se puede determinar si la huella que aparece en el contrato 

sub examine sea la que corresponda a Juana Rodríguez Salas, ello debido al 
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exceso de tinta, lo cual no le concierne al recurrente, pues su derecho de 

propiedad se ampara en el principio por el cual la buena fe se presume, mientras 

no se demuestre lo contrario; y, vii)  Infracción normativa procesal de los 

artículos 3 y 43 de la Constitución Política del Pe rú , al haberse vulnerado el 

principio de interdicción de la arbitrariedad o prohibición de todo poder ejercido en 

forma arbitraria e injusta, siendo que este principio tiene un doble significado: (i) 

En un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el reverso de la 

justicia y el derecho; y, ii) En un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad 

aparece como la carente de fundamentación objetiva, lo incongruente y 

contradictorio con la realidad que ha de servir de base a toda decisión, es decir, 

aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo (Sentencia del Tribunal 

Constitucional del Expediente número 00090-2004-AA/TC); principio que se ha 

violado en la medida que no se ha tenido en cuenta que resulta a todas luces 

injusto que su derecho de propiedad se desvanezca con tan solo una conclusión a 

la que arribó un perito, la misma que no resulta determinante para anular el 

contrato sub judice, pues no establece categóricamente que la huella dactilar no 

le pertenezca a Juana Rodríguez Salas.  

 

III. ANTECEDENTES:  

Para analizar esta causa civil y verificar si se ha incurrido o no en la infracción 

normativa reseñada en el parágrafo que antecede, es necesario realizar las 

siguientes precisiones fácticas sobre este proceso:  

3.1. Julia Bernardina Morales Cipriani de Rebaza , interpuso la presente 

demanda (folios 45), solicitando como pretensión principal se declare la nulidad 

del contrato de compraventa de fecha seis de marzo de mil novecientos noventa y 

ocho, celebrado entre Juana Rodríguez Salas y Armando Lau Aspajo respecto del 

inmueble ubicado en Avenida Víctor Raúl Haya de la Torre números 519-521, 

Vitarte (según el Contrato Avenida Central número 600) y como pretensiones 

accesorias, se ordene la entrega del bien y se le abone la suma de cuarenta y 

cuatro mil soles (S/.44,000.00) por arrendamientos insolutos y frutos civiles por 

posesión de mala fe a favor de la Beneficencia Pública de Lima (declarada como 

adjudicataria en el proceso de sucesión intestada), señalando como fundamentos 
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los siguientes: a) El día veinte de abril de mil novecientos noventa y seis se 

celebró contrato de arrendamiento entre Juana Rodríguez Salas y Armando Lau 

Aspajo, acordándose una renta mensual de doscientos soles (S/.200.00), con una 

vigencia del veinte de setiembre de mil novecientos noventa y seis al veinte de 

marzo de dos mil uno; b) Juana Rodríguez Salas fallece el nueve de febrero del 

año dos mil, siendo el declarante de la defunción, Armando Lau Aspajo, quien 

traslada a la occisa al hospital; c) El veinticuatro de enero de dos mil uno, 

Armando Lau Aspajo quiso ingresar con varias personas al inmueble, pero la 

demandante y sus familiares lo retuvieron, siendo denunciados por usurpación 

agravada, tomando conocimiento recién del contrato de compraventa cuya 

nulidad se solicita; d) Juana Rodríguez Salas no firmó el contrato ni colocó su 

huella digital. La existencia de una huella digital borrosa es insuficiente para 

atribuírsela; e) La participación de los testigos Carlos Ormeño Hernández y 

Ricardo Alberto Escobar Benites no tiene justificación ni enervan la falta de 

manifestación de voluntad de Juana Rodríguez Salas; f) No existe constancia de 

la cancelación del precio, ya que según el contrato la prueba del pago sería la 

inserción de la firma de la vendedora; g) El demandado mantiene una deuda de 

arriendos en razón de los doscientos soles (S/.200.00) entre el nueve de febrero 

de dos mil y el veinte de setiembre de dos mil uno, haciendo un total de tres mil 

seiscientos soles (S/.3,600.00); h) A partir del veinte de octubre de dos mil uno, 

hasta la actualidad, debe pagar los frutos civiles por la posesión de mala fe. 

 

3.2.- Mediante sentencia contenida en la Resolución número treinta y seis, de 

fecha quince de octubre de dos mil trece (folios 349), el Juez del Juzgado 

Especializado en lo Civil de la Corte Superior de J usticia de Lima Norte,  

declaró fundada en parte la demanda y en consecuencia nulo el contrato de 

compraventa, ordena la entrega del inmueble a la Beneficencia Pública de Lima 

Metropolitana, ordenándose al demandado que pague a la Beneficencia tres mil 

seiscientos soles (S/.3,600.00), por concepto de arriendos devengados e 

infundada respecto a la pretensión por concepto de frutos civiles, señalando como 

fundamentos los siguientes: a) En el contrato de arrendamiento celebrado entre 

Juana Rodríguez Salas y Armando Lau Aspajo, ella utilizó su firma, siendo el 
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documento presentado ante la Municipalidad de Ate Vitarte; b) Al veintiséis de 

agosto de mil novecientos noventa y siete y seis de marzo de mil novecientos 

noventa y nueve, Juana Rodríguez Salas utilizaba la figura de testigo a ruego con 

intervención notarial para el otorgamiento de poder a favor del demandado 

Armando Lau Aspajo, por estar imposibilitada físicamente para firmar pero 

contando con facultades mentales necesarias para la celebración de actos 

jurídicos. El demandado Armando Lau Aspajo conocía de esta situación, por lo 

que había la posibilidad de suscribir el contrato de compraventa mediante 

apoderado; c) En el Dictamen Dactiloscópico se concluye que «constituye un 

elemento de identidad deficientemente obtenida por empastamiento y exceso de 

tinta, carente de dibujos papilares y de puntos característicos, constituyendo solo 

una mancha de tinta azul de tampón y por lo tanto una impresión inaprovechable 

para determinar la identidad solicitada»; d) No se ha podido determinar que Juana 

Rodríguez Salas haya firmado el contrato de compraventa; e) Los testigos a ruego 

recién legalizan su firma casi tres años después de la fecha de celebración del 

contrato y casi un año después de la muerte de la supuesta vendedora Juana 

Rodríguez; y, f) No se acredita que el demandado haya pagado tributos 

municipales, según afirma, siendo que quien continuó figurando como 

contribuyente fue Juana Rodríguez, por lo que, existe falta de manifestación de 

voluntad. 

 

3.3. Mediante sentencia de vista contenida en la Resolución número trece, de 

fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis (folios 557), se confirmó la sentencia 

de primera instancia, bajo los siguientes fundamentos: a) Hay falta de 

manifestación de voluntad porque conforme al Dictamen Dactiloscópico no se ha 

podido demostrar que Juana Rodríguez Salas haya suscrito el contrato de 

compraventa; b) El Dictamen Dactiloscópico no ha sido materia de tacha; c) El 

demandado no propuso la declaración de testigos, no encontrándose el Juez 

obligado a disponer su declaración de oficio, puesto que el artículo 194 Código 

Procesal Civil contempla una facultad, siendo viable cuando advierta que los 

medios probatorios ofrecidos por las partes son insuficientes para crear 

convicción, por lo que si estos le han sido suficientes para sustentar su decisión 
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es innecesario tal actuación de oficio. 

 

IV. MATERIA JURÍDICA EN DEBATE: 

En este caso, la cuestión jurídica objeto de control en sede casatoria consiste en 

determinar si los Jueces han transgredido o no los artículos 3, 43, 70, incisos 3, 

5 y 6 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, artículo 12 del 

Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder J udicial, inciso 1 del 

artículo 50, inciso 3 del artículo 122, artículo 19 4 del Código Procesal Civil, 

inciso 1 del artículo 219, artículos 923, 1351 y 13 52 del Código Civil . 

 

V. CONSIDERANDO: 

PRIMERO.- Tal como lo establece el artículo 384 del Código Procesal Civil 

modificado por el artículo 1 de la Ley número 29364, el recurso de casación tiene 

por fines esenciales la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto 

y la uniformidad de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia 

(finalidad nomofiláctica y uniformizadora, respectivamente); finalidad que se ha 

precisado en la Casación número 4197-2007/La Libertad1 y Casación número 

615-2008/Arequipa2; por tanto, este Tribunal Supremo sin constituirse en una 

tercera instancia procesal, debe cumplir con pronunciarse acerca de los 

fundamentos del recurso, por las causales declaradas procedentes. 

 

SEGUNDO.- Respecto a las causales denunciadas por infracción normativa, 

según Monroy Cabra: “Se entiende por causal (de casación) el motivo que 

establece la ley para la procedencia del recurso:”3. A decir de De Pina: “El 

recurso de casación ha de fundarse en motivos previamente señalados en la ley. 

Puede interponerse por infracción de ley o por quebrantamiento de forma. Los 

motivos de casación por infracción de ley se refieren a la violación en el fallo de 

leyes que debieran aplicarse al caso, a la falta de congruencia de la resolución 

judicial con las pretensiones deducidas por las partes, a la falta de competencia 

                                                 
1 Diario Oficial El Peruano: Sentencias en Casación, Lunes 31 de marzo de 2008, páginas 21689 a 21690.  
2 Diario Oficial El Peruano: Sentencias en Casación, Lunes 31 de marzo de 2008, páginas 23300 a 23301. 
3 Monroy Cabra, Marco Gerardo, Principios de derecho procesal civil, Segunda edición, Editorial Temis. Librería, 
Bogotá Colombia, 1979, página 359. 
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etcétera; los motivos de la casación por quebrantamiento de forma afectan (…) a 

infracciones en el procedimiento”4. En ese sentido Escobar Fornos señala: “Es 

cierto que todas las causales suponen una violación de ley, pero esta violación 

puede darse en la forma o en el fondo”5. 

 

TERCERO.- Además se puede decir que existe infracción normativa cuando la 

resolución impugnada padece de anomalía, exceso, error o vicio de derecho en el 

razonamiento judicial decisorio, en el que incurrió el juzgador, perjudicial para la 

resolución de la controversia y nocivo para el sistema jurídico, que se debe 

subsanar mediante las funciones del recurso de casación. 

 

CUARTO.- Existiendo denuncias por vicios in iudicando, así como por vicios in 

procedendo, corresponde verificar primero si se ha configurado o no esta última 

causal, pues en caso de ser estimada, se dispondría el reenvío de la causa al 

estadío procesal correspondiente, impidiendo que sea factible el análisis de las 

normas materiales en las que se sustenta o debió sustentarse la resolución 

recurrida. 

 

QUINTO.- En el presente caso los recurrentes alegan infracción al debido proceso 

y motivación de resoluciones judiciales; con relación al primero se tiene que, se 

encuentra previsto en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Políti ca 

del Perú , el cual comprende, entre otros derechos, el de obtener una resolución 

fundada en derecho de los Jueces y Tribunales, y exige que las sentencias 

expliciten en forma suficiente las razones de sus fallos; asimismo, la motivación 

de resoluciones judiciales, no solo constituye un principio de orden constitucional, 

previsto en el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Políti ca del Perú , 

sino de orden legal, pues ha sido recogido en el artículo 12 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial , así como en el inciso 3 del artículo 122 del Código 

Procesal Civil , el cual constituye también una garantía para el justiciable, 

mediante la cual, se puede comprobar que la solución del caso en concreto viene 
                                                 
4 De Pina Rafael. Principios de derecho procesal civil, Ediciones Jurídicas Hispano Americanas, México D.F., 1940, 
página 222. 
5 Escobar Fornos Iván, Introducción al proceso, Editorial Temis, Bogotá, Colombia, 1990, página 241. 
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dada por una valoración racional de los elementos fácticos y jurídicos 

relacionados al caso y no de una arbitrariedad por parte del Juez, por lo que una 

resolución que carezca de motivación no solo vulnera las normas legales citadas, 

sino también los principios constitucionales señalados.   

 

SEXTO.- En el presente caso, este Tribunal Supremo considera que en la 

sentencia de vista se han expresado las razones suficientes que sustentan su 

decisión y que justifican su fallo, las cuales resultan ser razonadas, objetivas, 

serias y completas, cuyas conclusiones han sido extraídas de la evaluación de los 

hechos debidamente probados, ya que, se ha establecido de manera clara y 

precisa que el acto jurídico materia de nulidad se encuentra inmerso en la causal 

de falta de manifestación de voluntad, al no advertirse del mismo la exteriorización 

de la voluntad de vender de Juana Rodríguez Salas, más aun si del mismo no se 

advierte firma alguna de la vendedora, observándose solo una impresión digital 

(mancha de tinta azul), lo que se corrobora con la Pericia Dactiloscópica 

practicada en autos, la misma que fue aprobada en la Audiencia de Pruebas y 

que no ha sido materia de tacha en su debido momento. Asimismo, cabe 

puntualizar que la Pericia mencionada ha cumplido su finalidad, la cual era 

establecer si justamente Juana Rodríguez Salas había o no suscrito el contrato de 

compraventa de fecha seis de marzo de mil novecientos noventa y ocho, 

concluyéndose, en este caso, que el elemento de identidad que aparece en el 

documento (original) constituía solo una mancha de tinta azul de tampón. 

 

SÉTIMO.- Por otro lado, el recurrente tercero coadyuvante Javier Isidro Reyna 

Sánchez ha alegado que se vulnera el derecho a la motivación de resoluciones 

judiciales al no haberse pronunciado la Sala Superior respecto a la nulidad de 

todo lo actuado deducida por este, al respecto cabe aclarar lo siguiente: a) Javier 

Isidro Reyna Sánchez, solicita su incorporación al proceso como litisconsorte 

necesario y la nulidad de todo lo actuado, al considerar que se ha vulnerado su 

derecho de defensa, debido a que tiene la posesión del inmueble, del cual se 

pretende su nulidad; b) Mediante Resolución número seis, de fecha veinte de 

junio de dos mil dieciséis (folios 491), se declaró improcedente la intervención 
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como litisconsorte solicitada y se dispone su incorporación como tercero 

coadyuvante del demandado, disponiéndose que la nulidad deducida sea resuelta 

al momento de emitirse la sentencia respectiva. Al respecto, este Tribunal 

considera que, si bien es cierto, la Sala Superior no se pronunció sobre dicha 

nulidad, esta omisión no tiene mayor relevancia o trascendencia en la decisión de 

fondo o que, en todo caso, haya afectado de manera grave el normal desarrollo 

del proceso, en atención, a que la relación sustancial entablada en el presente 

proceso, surge del contrato de compraventa materia de nulidad, más no del 

contrato de arrendamiento suscrito por el recurrente, es decir, que no tendría por 

qué habérsele notificado la presente demanda, más aun cuando su incorporación 

ha sido aceptada como tercero coadyuvante del demandado, en el estado en que 

se encontraban los autos. 

 

OCTAVO.- Respecto a la infracción del inciso 6 del artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú , el Tribunal Constitucional ha señalado en 

reiterada y uniforme jurisprudencia que el derecho a la pluralidad de la instancia, 

se trata de un derecho fundamental que: “tiene por objeto garantizar que las 

personas, naturales o jurídicas, que participen en un proceso judicial tengan la 

oportunidad de que lo resuelto por un órgano jurisdiccional sea revisado por un 

órgano superior de la misma naturaleza, siempre que se haya hecho uso de los 

medios impugnatorios pertinentes, formulados dentro del plazo legal”. Asimismo, 

ha señalado que el derecho mencionado, también denominado derecho a los 

medios impugnatorios, es uno de configuración legal, “mediante el cual se 

posibilita que lo resuelto por un órgano jurisdiccional pueda ser revisado por un 

órgano jurisdiccional superior”. Además se ha observado que: “(…) El hecho de 

que el derecho a la pluralidad de la instancia ostente un contenido esencial y, a su 

vez, -en tanto derecho fundamental de configuración legal-, un contenido 

delimitable por el legislador democrático, genera, entre otras, una consecuencia 

inevitable; a saber, que el referido derecho “no implica un derecho del justiciable 

de recurrir todas y cada una de las resoluciones que se emitan al interior de un 

proceso”. En ese sentido, este Tribunal Supremo no advierte la vulneración del 

derecho alegado, en tanto, la Sala Superior no le ha denegado el derecho a 
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cuestionar la resolución que declaró improcedente su intervención litisconsorcial, 

es más, el recurrente Javier Isidro Reyna Sánchez ha interpuesto recurso de 

nulidad en contra la mencionada resolución. 

 

NOVENO.- En cuanto a la infracción del inciso 1 del artículo 50 del Código 

Procesal Civil 6, esta merece ser rechazada, atendiendo que los argumentos en 

que se sustenta, no están referidos a la inobservancia de alguno de los deberes 

de los Jueces previstos en la norma cuestionada, sino más bien, están referidos a 

la valoración que se le ha dado al Dictamen Pericial practicado en autos. 

 

DÉCIMO.- Respecto a la infracción del artículo 194 del Código Procesal Civil , 

debe señalarse, que dicho artículo precisa el carácter excepcional de las pruebas 

de oficio, lo que quiere decir, que la regla general es que la carga de la prueba 

corresponde a las partes, debiéndose actuar pruebas por parte del Juez solo 

excepcionalmente y siempre que los medios probatorios ofrecidos por las partes 

sean insuficientes  para formar convicción; en este caso, no se advierte que se 

haya producido la infracción alegada, debido a que, las instancias de mérito, han 

considerado de manera acertada, que los medios probatorios admitidos y 

actuados en autos, específicamente la Pericia Dactiloscópica, resulta suficiente 

para    establecer que el acto jurídico cuestionado es nulo por la causal de falta de 

manifestación de voluntad. 

 

DÉCIMO PRIMERO.- Así también, se ha denunciado la infracción del inciso 1 del 

artículo 219 del Código Civil , el cual prevé como causal de nulidad del acto 

jurídico la falta de manifestación de voluntad del agente, que está referida a la 

circunstancia de que en un determinado supuesto no exista realmente 

manifestación de voluntad del declarante; en ese sentido, este Tribunal no 

advierte que se haya infraccionado tal artículo, ya que, se ha comprobado a 

través de la Pericia Dactiloscópica practicada en autos, la cual fue aprobada sin 

                                                 
6 Artículo  50.- Son deberes de los Jueces en el proceso: 
1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas convenientes para impedir su 
paralización y procurar la economía procesal; 
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ser cuestionada en su oportunidad, que en el documento materia de nulidad no se 

aprecia la exteriorización de la voluntad de vender de Juana Rodríguez Salas, 

más aun si del mismo no se advierte firma alguna de la vendedora, observándose 

solo una impresión digital (mancha de tinta azul), por lo que, la infracción 

denunciada debe ser desestimada. 

  

DÉCIMO SEGUNDO.- En cuanto a la infracción de los artículos 1351 y 1352 del 

Código Civil , se ha señalado que estos no han sido observados en la sentencia 

de vista; sin embargo, dicho argumento no ha sido planteado como agravio en el 

recurso de apelación respectivo, es más, tampoco ha cuestionado de manera 

específica en el mencionado recurso impugnatorio, el extremo de la sentencia que 

ordena el pago a la Beneficencia Pública de Lima Metropolitana la suma de tres 

mil seiscientos soles (S/.3,600.00) por concepto de pago de arriendos 

devengados, por lo que, no merecía un pronunciamiento por parte de la Sala 

Superior, en base al principio tantum apellatum quantum devolutum, en 

consecuencia, dicha infracción merece ser desestimada. 

 

DÉCIMO TERCERO.- Respecto a la infracción de los artículos 3, 43 y 70 de la 

Constitución Política del Perú  y artículo 923 del Código Civil , cabe señalar 

que, estos no tienen mayor incidencia en el resultado del proceso, en el que la 

controversia radica en establecer si el acto jurídico de compraventa materia de 

litis incurre en la causal de nulidad por falta de manifestación de voluntad, 

advirtiéndose más bien, que los fundamentos en que se sustentan no están 

referidos a un tema de infracción normativa, sino a través de ellos se pretende 

cuestionar el criterio jurisdiccional de las instancias de mérito que ampararon la 

presente demanda, sin tener en cuenta que esta Corte Suprema no se constituye 

en una tercera instancia para de nuevo enjuiciar los hechos y las pruebas, al no 

haberse previsto como uno de los fines del recurso de casación establecidos en el 

artículo 384 del Código Procesal Civil. 

 

VI.- DECISIÓN: 

Que, estando a las consideraciones que anteceden y a lo dispuesto en el artículo 
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397 del Código Procesal Civil: 

 

6.1.- Declararon INFUNDADOS los recursos de casación interpuestos por 

Armando Lau Aspajo  (folios 583) y Javier Isidro Reyna Sánchez  (folios 603); 

en consecuencia NO CASARON  la sentencia de vista contenida en la Resolución 

número trece, de fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis (folios 557), 

expedida por la Sala Civil Descentralizada Transitoria de Ate de la Corte Superior 

de Lima Este. 

 

6.2. DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial “El 

Peruano”, bajo responsabilidad; en los seguidos por Julia Bernardina Morales 

Cipriani de Rebaza contra Armando Lau Aspajo, sobre Nulidad de Acto Jurídico y 

otros; y los devolvieron. Ponente Señor Romero Díaz, Juez Supremo.- 

S.S. 

ROMERO DÍAZ 

CABELLO MATAMALA 

ORDÓÑEZ ALCÁNTARA 

DE LA BARRA BARRERA 

CÉSPEDES CABALA 
IEV / MMS / AAR   


